	[image: image1.png]




	[image: image2.png]IX LEGISLATURA



ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se adiciona la fracción V al Artículo 2862 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Mediante la cual propone establecer como obligación para el arrendatario, reintegrar los pagos que el arrendador realice por motivos de multas y sanciones administrativas en el uso del bien objeto del arrendamiento.

Planteada por la Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 11 de Octubre de 2016.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Fecha del Dictamen: 

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA LA FRACCIÓN V AL ARTÍCULO 2862 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos la presente Iniciativa, en el ejercicio de las facultades que nos confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se adiciona la fracción V del artículo 2862 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El arrendamiento es una figura jurídica que encuentra sus más remotos antecedentes en el derecho romano, en las figuras contractuales locatio rei, locatio operartum y locatio operaris fasciendi y finalmente la locatio conductio.
Esa figura, la locatio, que en sus albores solo tenía como objeto a animales y esclavos, en época del Imperio Romano se popularizó como el instrumento jurídico que regulaba el alquiler de viviendas.

Desde entonces, la locatio se concebía como un acto jurídico, por el cual, una persona cedía a otra temporalmente, y mediante el pago de una renta o precio determinados, el uso o goce de un bien mueble o inmueble. 
Esta figura se introdujo en el sistema jurídico mexicano a partir de la herencia romana que nos  llegó del derecho español y el derecho francés; sin embargo, no obstante que la esencia de este contrato subsiste hasta la actualidad, de un análisis de los ordenamientos civiles, es posible advertir que muchos de los elementos que giran alrededor de ese acuerdo de voluntades han ido modificándose a lo largo de la historia.
El estudio del arrendamiento como figura jurídica ha sido un lugar común de muchos juristas,  dada la frecuencia de su uso, acaso solo después del contrato de compraventa.

Al respecto, el maestro Antonio de Jesús Lozano, señaló que “este contrato es tan necesario y universal como el de compraventa..." "...porque en todos los lugares el hombre que carece de ciertas cosas se ve precisado a procurarse su goce cuando no puede o no quiere comprarlas".
Ese apunte que realizó el maestro Lozano, así de forma romántica, constituye un atisbo de las problemáticas sociales que esta figura, en cierta medida, había venido a paliar; pero también profetiza, como se verá más adelante, como esas mismas problemáticas serían las influirían tanto en los diversos aspectos que orbitan alrededor de ese contrato.

Como ya se dijo, al menos respecto de los bienes inmuebles, el contrato de arrendamiento es el que tiene mayor prevalencia solo después del contrato de compraventa, esto se debe, en gran medida, en que un número considerable de la población no tiene la posibilidad de adquirir una vivienda, o bien teniendo la capacidad de comprar una, ésta no tiene las características de la que les gustaría habitar.

La explosión demográfica que se dio a partir de la segunda mitad del siglo anterior en México, y en gran parte de las regiones del mundo, tuvieron como consecuencia la escasez de viviendas adecuadas para el desarrollo de la familias; una problemática que no obstante los esfuerzos de los países no ha sido posible abatir.
Esa situación, aunada a la continuidad injustificada de acciones, como el congelamiento de las rentas que impedían aumentar el importe de las rentas por ocupación de inmuebles, en el marco de la segunda guerra mundial, pero que subsistieron muchos años después, o bien el decreto que prorrogó todos los contratos de arrendamiento de casas habitación vigentes durante ese periodo bélico y que tampoco fue abrogado y persistió durante muchos años; generaron una serie de consecuencias negativas,
 no solo para los arrendadores, sino también para los inquilinos, y en general, para la sociedad.

Asimismo, existieron otros factores como las crisis de las décadas de los ochenta y noventa que impactaron en el sector inmobiliario, por lo que muchas personas perdieron sus casas y se vieron obligadas arrendar una vivienda, incluso bajo condiciones y cláusulas leoninas, lo que llevó a los Estados a buscar reivindicar a la parte más desfavorecida de esa relación jurídica.
Pues bien, el paternalismo de los gobiernos a favor a los inquilinos fue tal, que impregnó las disposiciones civiles que regulan este contrato, estableciendo una mayor cantidad de obligaciones para el arrendador que para el arrendatario, no obstante la naturaleza de dicho contrato, que en principio establece una igualdad entre las partes.

Es importante dejar claro en este punto, que no se desconoce que el arrendatario se puede encontrar en una situación de desventaja económica respecto del arrendador que incluso puede disponer de un bien para arrendarlo. Pero ese solo motivo, no es óbice para afirmar que también es necesario establecer mecanismos que garanticen los derechos de éste, sobre todo si existe un abuso o un uso indebido del bien por parte del arrendatario.

En ese sentido, un uso indebido del bien puede ocasionar la imposición de multas a cargo del arrendador, que es quien tiene un derecho real sobre el objeto del arrendamiento. Por ello, se considera necesario establecer en la legislación civil la obligación a cargo del arrendatario de reintegrar los pagos que realice el arrendador con motivo de las multas y sanciones administrativas o de cualquier otra naturaleza que a él se hayan dirigido, pero que hayan sido causadas por el arrendatario.

Como ejemplo de esto podemos citar el incumplimiento de una disposición sanitaria o ecológica por parte del arrendatario que es quien habita el bien, pero que al estar dado de alta dicho bien en el catastro o cualquier otro archivo municipal a nombre del arrendador, la sanción sería dirigida a éste.

Si bien, podría afirmarse que esta situación se puede prever en el propio contrato de arrendamiento y, bajo el principio de pacta sunt servanda, obligaría a las partes, lo cierto es que, ante el desconocimiento de esta posibilidad, pocas veces se contempla en los contratos de arrendamiento, sobre todo tratándose de los que tienen por objeto un bien inmueble.

Por ello, y en atención a todo lo antes expuesto, se somete a este Honorable Congreso del Estado para su estudio, análisis, y en su caso aprobación, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA LA FRACCIÓN V AL ARTÍCULO 2862 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
ARTÍCULO ÚNICO. Se adiciona la fracción V al artículo 2862, para quedar como sigue:
ARTÍCULO 2862.- El arrendatario está obligado: 

(…)

V. A restituir al arrendador el importe que éste haya tenido que pagar por concepto de las multas y sanciones administrativas, o de cualquier otra naturaleza, que se hayan generado por el arrendatario en el uso del bien objeto del contrato y en contravención a las disposiciones municipales, estatales o federales.
T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 27 DE SEPTIEMBRE DE 2016.

ATENTAMENTE.

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA 
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA LA FRACCIÓN V AL ARTÍCULO 2862 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
� Entre los lamentables resultados que estas políticas generaron, historiadores como Doctor Raúl H. Figueroa Esquer, han señalado el deterioro los edificios el desperdicio del suelo urbano respecto a su valor y el de la infraestructura existente y la imposibilidad de recaudar mayores impuestos en las zonas de rentas congeladas lo que significó la pérdida de muchos millones de pesos.


� Al respecto, véase: García Colorado, Miguel, "Arrendamiento de inmuebles. Problemática general", Juicio, año 1, núm. 2, 1987, p. 23. Véase también a Ocadiz, Roberto, Rentas congeladas, problemas y soluciones, México, ed. del autor, 1954.





